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A Gloria mi esposa, a José Fernando y a Juan Diego;
 soportes, fortalezas y razón de vida.


Al Ejército de Colombia, por su entrega y sacrificio;
 defensor y garante de la democracia y el futuro de los colombianos.
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Presentación


Las decisiones sobre la guerra y la paz en una democracia son responsabilidad del poder político. Esa ha sido una constante en el devenir de las naciones y en la historia de Colombia. Durante los más de cincuenta años del conflicto, sin excepción, todos los presidentes asumieron la responsabilidad constitucional y emplearon a las Fuerzas Militares y la Policía para enfrentar la amenaza armada terrorista que le declaró la guerra al Estado y, en general, a la nación entera.


Esta circunstancia se hizo más evidente cuando los gobiernos tomaron la decisión de suspender operaciones militares, retirar las tropas del campo de batalla y autorizar la concentración de grupos armados en territorios despejados de fuerza pública, a cambio de adelantar conversaciones o procesos de paz. La institución militar siempre respetó y acató la decisión política, a pesar de que la mayoría de las veces no la compartía.


La asesoría y lealtad del militar al alertar y exponer al gobierno de turno los peligros y preocupaciones que ponían en riesgo a la nación, se pagaba con la destitución de quien ocupaba el máximo cargo en el escalafón militar. El país sintió la pérdida de estos líderes ejemplares que gozaban de inmenso aprecio y admiración. Ese fue el precio de su responsabilidad y rectitud.


Los políticos y los medios de comunicación especulaban con la posibilidad de golpes militares, que solo existían en las mentes interesadas del sensacionalismo y la rentabilidad de la noticia. La democracia nunca estuvo amenazada y la vida de los colombianos siguió su curso constitucional.


La historia de la confrontación en Colombia me obliga a plan-tear el tema de la responsabilidad política, imposible de eludir en un proceso de fin del conflicto. La principal motivación para escribir este libro fue contar la verdad sin esguinces, a pesar de las controversias que se puedan presentar. No tiene el propósito de justificar acciones de los protagonistas de los hechos aquí narrados. Considero que he sido fiel a mis convicciones y he tenido el cuidado de documentar y comprobar los testimonios enunciados.


Inicié mi participación como integrante del equipo negociador del gobierno, consciente del compromiso que afrontaba y de la gran responsabilidad que asumía. Estaba convencido de que podría hacer un aporte al noble propósito de consolidar la paz en las mejores condiciones posibles para el país y prevalido de la voluntad de las partes, sin caer en la ingenuidad de confiar en las ya conocidas apetencias y pretensiones de las Farc, demostradas en los fallidos procesos de negociación anteriores.


Conocía también las dificultades que surgen de estas negociaciones y la complejidad al decidir y acordar aspectos vitales para el interés nacional. Tenía claras, como gran parte de los colombianos, las posibilidades de llegar a una paz justa, verdadera y duradera en condiciones de equidad, así como el propósito de las Farc de lograr cambios institucionales e impunidad para sus delitos, frente a las inaceptables acciones terroristas y graves daños causados.


Las negociaciones de paz con el gobierno siempre han sido una estrategia de guerra para las Farc, en las que han utilizado todas las formas de lucha y como un medio para alcanzar su viejo propósito de tomarse el poder por las armas. A pesar de mi larga experiencia y trayectoria en la vida pública –dedicado desde muy temprana edad al servicio del bien común y la defensa de sus gentes y valores–, fue muy difícil aceptar la debilidad del equipo del gobierno, que no se caracterizó precisamente por la fortaleza, identidad, unión e integración que se esperaban frente a lo trascendental de la misión.


Considero mi responsabilidad develar los pormenores de esta manipulación, desconocida por la mayoría de los colombianos y gran parte de la comunidad internacional, causante de la debacle que hoy estamos padeciendo. En lugar de la desmovilización definitiva de las tradicionales Farc, hoy resurgen tres Farc: las que nunca se desmovilizaron, las que se desmovilizaron y reorganizaron para luego reincidir, y las que conformaron un partido político favorecidas por la interesada generosidad de un gobierno obsecuente.


Otro propósito del libro es el de no dejar en las penumbras del olvido las notas y testimonios recogidos cada día en la sole-dad de mi habitación durante los cuatro largos años del proceso, con la rigurosidad y perseverancia de mi formación de soldado.


En una época convulsionada por los acontecimientos que cambiaron –para bien o para mal– la historia del país, conviene exponer la verdad, desfigurada y acomodada por egoísmos particulares y beneficios políticos, en contraposición al interés de la nación.


Con indignación se evidencia cómo algunos protagonistas y negociadores en el proceso, especialmente aquellos que gozaron de privilegios, han ajustado la verdad y sus actuaciones a un perverso manto de conveniencia para cambiar ante la opinión pública la desafortunada realidad.


La apasionada crítica –aceptada de antemano–, generalmente acompañada de injurias por parte de algunos, llevados más por la pasión política que por la verdad, no me perturba el alma porque la conciencia, verdadero juez, obliga moralmente a esclarecer los hechos como sucedieron y no como se desfiguran con el afán de crear una coyuntura ideológica electoral favorable a los intereses del poder.


La paz del espíritu solo se alcanza expresando la verdad y con esa certidumbre se plasman los testimonios inéditos en el libro, para que se conozca lo que realmente aconteció.


Jamás he claudicado ni claudicaré en mis convicciones y principios porque son parte de mi esencia y mi formación militar, y en consecuencia los someto al juicio de la historia cuando se desvanezcan las nubes de la polarización y brille la luz de la verdad y la justicia.


Considero mi deber reconocer que en ocasiones fueron aceptadas mis propuestas para cambiar decisiones en la mesa que afectaban el orden constitucional del país y favorecían inequitativamente a la guerrilla, a pesar de la recurrente obstinación de uno de los negociadores del equipo del gobierno –que gozaba de poderes privilegiados y especiales: el comisionado de Paz, Sergio Jaramillo–, caracterizado por su empeño en evitar a toda costa cualquier malestar que incomodara a los negociadores de las Farc.


Con la mayor frecuencia, los plenipotenciarios del equipo del gobierno eran relevados de sus funciones y con sorpresa aparecían furtivamente otros negociadores, extraños –que llegaban con propuestas y mensajes que normalmente no nos compartían–, a componer, o más bien, a descomponer lo previamente acordado para justificar y complacer las exigencias de la contraparte y conjurar las amenazas de retirarse de las negociaciones.


Mi posición inalterable en los desacuerdos narrados en el libro fue en su debido momento de conocimiento público y puesta a consideración del presidente, el ministro de la Defensa y los altos mandos militares, en las continuas visitas que yo les hacía al término de cada periodo de negociación en La Habana.


Los acontecimientos posteriores me dan la razón y reafirman mi inalterable posición en la mesa de negociaciones. Hoy vivimos un posconflicto incierto, inestable y peligroso. La paz, una quimera; la verdad, la primera víctima. La reparación y el arrepentimiento no fingidos de las Farc continúan siendo parte de la esperanza de los colombianos.


La experiencia me permite afirmar que las Farc nunca lograron ganarse el corazón y la mente de las familias campesinas porque su prioridad no fue la de contribuir a la solución de las necesidades básicas, ni ayudar al progreso o bienestar de la comunidad. Se destacaron por la amenaza, la muerte, la destrucción y la humillación; todo se limitaba a imponer las armas. Creían que practicando el terror llegarían al poder. Cuán equivocados estaban; y el tiempo así lo demostró. Error fundamental a los principios de todo movimiento guerrillero.


En cumplimiento de su misión constitucional, las Fuerzas Militares no se limitaron al campo de combate y fue definitivo su respaldo a las decisiones de adelantar procesos de paz que los presidentes asumieron como parte de sus responsabilidades políticas. En la historia de su prolongado conflicto, Colombia es uno de los países del mundo con más procesos de paz desarrollados. Los gobernantes siempre contaron con el apoyo y participación de las Fuerzas Militares y la presencia activa de oficiales de alta graduación como parte de los equipos negociadores. En los periodos de paz los militares también jugaron un rol decisivo aplicando la doctrina militar como forma fundamental de actuar. “La victoria militar en el campo de batalla es el medio para alcanzar el fin: la paz. Cuando este objetivo se alcance, las negociaciones serán una realidad”. Así quedó consignado en numerosos documentos que contenían esta concepción del pensamiento militar y así actuamos responsablemente.


Quiero resaltar dos temas importantes y recomendarlos al amable lector. El primero: “Década decisiva del conflicto”. El segundo: “Los Planes de la Victoria”. En ellos expreso mi convicción de que la década del noventa del siglo pasado constituyó el cambio de rumbo de la guerra, la época más sangrienta del conflicto, cuando las Farc alcanzaron su mayor capacidad armada y el Estado recibió los mayores golpes. También fue la década de la fortaleza institucional, de la reestructuración de las Fuerzas Militares y la respuesta al terrorismo en el campo de combate. Fue el periodo cuando el gobierno intentó un proceso de paz y las Farc respondieron con el engaño y la traición, confesando que nunca pensaron en la paz y que en el Caguán aprovecharon la oportunidad para fortalecer la guerra.


Años más tarde participé como integrante del equipo del gobierno en la conmemoración de los quince años del Plan Colombia. En la Casa Blanca, el entonces presidente Barack Obama hizo la siguiente afirmación: “Estamos muy orgullosos de Colombia, de su gente. A medida que «USTEDES» (el resaltado es mío) fortalecieron sus fuerzas de seguridad”. Significativo reconocimiento al esfuerzo institucional del país.


Las victorias militares se lograron bajo un estricto y detallado planeamiento militar, que doctrinariamente y por su nivel de diseño se titulaban planes de guerra. Estos estuvieron conformados por el Plan Patriota, el Plan Consolidación, el Plan Bicentenario y el Plan Espada de Honor. Se desarrollaron en una sucesión ordenada de operaciones militares exitosas, contundentes y audaces, que generaron admiración nacional e internacional. Todos fueron concebidos por líderes militares y policías, con la destacada experiencia de la inteligencia militar y de la Policía, y ejecutados impecablemente por nuestros heroicos hombres. Estas acciones constituyeron la derrota militar de la guerrilla de las Farc y las llevaron a quebrantar su absurda teoría del empleo de todas las formas de lucha para la toma del poder por las armas. La única alternativa que les quedaba para sobrevivir como organización era aceptar el generoso ofrecimiento del presidente Uribe, primero, y después del presidente Santos, como consecuencia de los resultados contundentes en los teatros de operaciones. Así se llegó a la decisión política que permitió iniciar el proceso de La Habana. Para refrendar estas convicciones institucionales, considero importante transcribir un aparte del epílogo del libro Guerras inútiles, de la Corporación Observatorio para la Paz. El texto reafirma la forma de actuar del Ejército:




La victoria del gobierno sobre las Farc en el año 2008 fue contundente aunque no se trató de una victoria total. El general Jorge Enrique Mora Rangel, siendo todavía comandante de las Fuerzas Armadas, a un año del gobierno de Uribe (2003) en un foro organizado por la Fundación Buen Gobierno, explicó el proceso de cambio de mentalidad del Ejército como la clave de las transformaciones que le habían posibilitado invertir a su favor la iniciativa militar. Dejó claro en su conferencia que no se pretendía una victoria total contra las Farc; lo que perseguía la estrategia militar era una nueva situación que le permitiese al gobierno un nuevo diálogo de paz imponiendo condiciones de eficacia y dignidad. No se podía repetir el humillante y estéril diálogo del Caguán.1





Una de las circunstancias más difíciles y complejas fue hacer parte de un equipo organizado para cumplir la gran responsabilidad de finalizar un conflicto, donde de un lado estaban las Farc con su marcado interés de debilitar o cambiar “el sistema” –algo que en más de cincuenta años de terrorismo no lograron–, y del otro, el equipo del gobierno, con el compromiso de fortalecer la democracia y defender la sociedad.


Debo afirmar que el interés por la misión no tenía la misma intensidad y convicción dentro del equipo del gobierno. El manejo se concentró en mantener a las Farc en la mesa. Eso era lo importante, y para lograrlo se recurrió a injustificadas concesiones. En mi caso, como militar y por las vivencias del conflicto, lo importante no podían ser las aspiraciones ni los intereses de las Farc. Nuestro compromiso debían ser los colombianos, el sistema y la sociedad. Esa fue siempre mi posición. Definitivamente no estábamos en la mesa para las complacencias benévolas.


Finalmente, la materialización de la paz fue una decisión del presidente Santos a través de un proceso secreto realizado durante cerca de siete meses en La Habana, donde dos equipos diferentes –integrados por un pequeño número de representantes del gobierno y las Farc– se reunieron para llegar al acuerdo definitivo que no fue refrendado por la ciudadanía en el plebiscito de octubre de 2016.


La imposición de intereses y la amenaza de levantarse de la mesa fueron la constante de las Farc. Muy temprano se dieron cuenta de que la obsesión por la paz era la gran debilidad del gobierno y debían aprovecharla. Tengo la certeza de que la estrategia de las Farc en el proceso fue más sólida que la del gobierno, fundamentado en la ventaja que les representó tener un mando político-militar único, sólido y presente en La Habana. No tenían que consultar con nadie, asumían directamente las decisiones y sus equipos técnicos y asesores dependían directamente de ellos. Todo lo contrario a lo que sucedía con nuestro equipo.


Las urgencias y angustias de los últimos minutos son una valiosa experiencia. En el punto Víctimas, que incluyó el tema Justicia, las Farc lograron sus máximas aspiraciones y se sintieron ganadoras y fortalecidas después de alcanzar el objetivo de solucionar la situación jurídica de todos sus cabecillas y guerrilleros rasos. Así navegaban en aguas tranquilas. Lo demás simplemente era cuestión de tiempo.


Considero que es mi responsabilidad narrar en el libro los temas que se constituyeron en mi mayor preocupación por las concesiones y ventajas otorgadas innecesariamente a las Farc. Hoy, en el posconflicto, esa guerrilla hace parte de entidades y comisiones que obligan al gobierno a consultarla, en una especie de cogobierno que nunca en procesos anteriores se había presentado.


La metodología, la forma y el fondo del acuerdo firmado será un caso de estudio para la óptica de interesados y especialistas. Se debe reconocer que se llegó a una parcial desmovilización de las Farc, pero hay muchas experiencias negativas, errores, intereses, debilidades, falta de liderazgo, deslealtades, intimidades y experiencias expuestas en este texto, que nunca han debido suceder.


El libro las desnuda y las identifica como “los errores del proceso” y son producto de las vivencias que permanentemente advertí y reclamé al equipo, y personalmente expuse al presidente:




• La estrategia estuvo más dirigida a las conveniencias de las Farc que a los intereses de la sociedad.


• La intervención del presidente no permitió al equipo del gobierno concentrarse en lo esencial, es decir, el paso de las Farc de las armas a la política. Se les dio una justicia propia, ajustada a sus medidas y otras concesiones no pedidas y contrarias a la equidad y conveniencia del Estado.


• La fórmula y selección de los integrantes de la justicia especial fue degradante e inconveniente. Este sistema jurídico creado para la solución del conflicto se deslegitimó por la selección y parcialización ideológica de quienes harían la escogencia de los magistrados, inclinando la balanza ideológica y afectiva a los intereses de las guerrillas causantes del terror y en contra de la institución que defendió la sociedad. Hoy sufrimos las consecuencias y desgracias de los errores cometidos por las decisiones políticas del presidente Santos, que reclaman reformas necesarias al sistema.


• Con la pérdida del plebiscito y el triunfo del NO, la renegociación finalmente no incluyó las propuestas y argumentos de quien obtuvo la victoria. A La Habana viajaron De La Calle, Jaramillo y el senador Roy Barreras, quienes a su regreso presentaron reformas y cambios no requeridos por los ganadores del plebiscito, pero que, inexplicablemente mejoraron las posiciones de las Farc con grave afectación a la fuerza pública. La renegociación fue el remate de todas las dificultades del proceso. Se perdió la oportunidad de enderezar los entuertos que se habían incluido generando la división y la grave polarización que perdura, dejando profundas heridas que no han cicatrizado.


• El narcotráfico, la igualdad de género, los menores de edad, el secuestro y en general el terrorismo, entre otros, fueron tratados con indulgencia, extrema generosidad y complacencia. Los debates en el seno del equipo de gobierno se convirtieron en un verdadero campo de batalla.





El libro muestra muy de cerca el contraste entre el entusiasmo inicial y la frustración final. Al comienzo, mi participación generó cuestionamientos e incomprensiones, especialmente de parte de algunos de mis compañeros de armas, pero también en algún sector de la opinión pública, que no estaban de acuerdo con mi presencia en la mesa.


Fueron varias las oportunidades en las que regresé a Colombia y presenté mi renuncia ante los frecuentes inconvenientes y desacuerdos, por la forma y el fondo en el tratamiento de temas trascendentales de la guerra y la paz y los peligros del futuro institucional. Nunca me abstuve de plantearles mi posición al equipo y al propio presidente y lo hice de manera verbal y por escrito, privada y públicamente, con la total convicción de estar actuando sincera y lealmente.


A mis críticos, que lo hacen en todo su derecho, los invito a leer el libro. Participé acompañado por las vivencias que adquirí en la guerra y en la paz, con total responsabilidad como parte de la sociedad a la que he estado ligado y de la que he recibido respeto y reconocimiento por mi trayectoria de militar y ciudadano.


El razonable reclamo que recibo a diario por no haberme retirado si no estaba de acuerdo, tiene una respuesta categórica: sí lo hice y el presidente, los mandos militares y parte de la opinión pública lo saben, porque mis renuncias fueron conocidas y publicitadas.


No obstante, mi permanencia y firma del acuerdo hasta el final se debió al argumento aceptable o no, de que a quien más beneficiaba mi renuncia era a las Farc, que vería el camino despejado –sin la piedra en el zapato– y a quien más perjudicaba era al país, porque causaría un irreparable daño al proceso de paz. Mi salida en ese momento ya no era una opción, al contrario, una obligación moral: permanecer sin claudicar.


No pretendo que mi decisión sea compartida, ni la utilizo como justificación a las críticas recibidas y las que habrán de llegar. Pero sí reclamo con entereza que los juicios de valor se sustenten en la verdad, en el conocimiento de los hechos y no en simples especulaciones.


Con la franqueza, la convicción y el carácter que han prevalecido a lo largo de mi vida, debo expresar que mi actuación en La Habana fue digna, fiel a mis principios y en defensa de los supremos intereses de la nación bajo los postulados de absoluta integridad.


También estoy convencido de que es inevitable el derecho a la crítica, de quienes así lo consideren, cualesquiera que sean los intereses que los acompañen. Afortunadamente no tendrán ese mismo derecho para ser mis jueces; los colombianos y la historia serán mi conciencia, que develarán las sombras de la mezquindad y harán resplandecer la verdad.


Cada vez más, mi conciencia goza de mayor paz y tranquilidad, tratando de pensar con decoro, actuar con sensatez y servir sin condiciones. He sido fiel a mi patria, hice honor a la verdad que no transige y a la equidad que no fenece. Abrigo la certidumbre de haber obrado con total integridad. No obstante, me someto al juicio de los buenos ciudadanos; responsabilidad que no rehúyo ni declino. Me asiste la autoridad moral para decir sin vacilaciones que el soldado colombiano es superior a sus congéneres, responde hasta con su vida para proteger a sus semejantes y permanece silencioso ante la indiferencia y el olvido. Su imagen de grandeza seguirá proyectándose a la sombra de los tiempos.


EL AUTOR.





1 Corporación Observatorio para la Paz. Guerras inútiles. Intermedio Editores, 2009, pág. 201.









Prólogo


Hay que saludar con beneplácito esta obra del general Jorge Enrique Mora, que viene a enriquecer la memoria histórica del proceso de paz, en su condición de negociador plenipotenciario del mismo, designado por el presidente Juan Manuel Santos. Fascinante, porque de manera documentada informa al país sobre los intríngulis de la negociación con las Farc, sus intimidades, las tensiones internas que se presentaron entre los equipos de plenipotenciarios y los principios, el método y la forma bajo los cuales el gobierno asumió la responsabilidad de construir el acuerdo de paz con ese grupo guerrillero.


Es muy importante que los protagonistas de este hecho histórico, uno de los más relevantes de nuestra vida republicana, escriban en roca su versión vivencial sobre lo que conocieron, edificaron y padecieron. En tema tan sensible para la formación de nuestra propia identidad nacional, no hay que dejar a los historiadores que reconstruyan los hechos y divulguen su propia verdad. De otra manera serán ellos los que hagan el relato, apelando a sus cargas ideológicas, sirviendo las mezquindades de los protagonistas o acomodando los hechos a sus propios puntos de vista. O, de otra forma, dictando el veredicto sobre el proceso, a la luz de sus convicciones y valoraciones, en su condición de “profetas al revés”, como los llamaba Ortega y Gasset.


En estos días, precisamente, afirmaba el profesor Álvaro Tirado Mejía, que nuestra sociedad debe estimular las memorias de sus dirigentes, para que no queden solamente las de los guerrilleros y los narcos “dejando una imagen muy distorsionada de lo que es y ha sido la sociedad colombiana”. No le falta razón.


Esta obra sobre el proceso de paz con las Farc, se suma a la del presidente Santos, a los dos libros recientes del jefe del equipo negociador Humberto de La Calle Lombana y al que presenté en el año 2019 bajo el título Las dos caras de la paz, de este mismo sello editorial. Todas ellas ofrecen visiones distintas, aunque complementarias, y contribuirán a que, con la perspectiva del tiempo y la implacable realidad del posconflicto, se pueda formular un balance objetivo sobre la responsabilidad con que asumimos, como sociedad, la tarea de construir la esperanza de nuestra reconciliación.


Tiene esta obra un encanto adicional. Porque más allá de su carácter histórico, muestra al desnudo las vivencias de los servidores públicos, como hombres. Con sus fortalezas, sus flaquezas y sus padecimientos. A lo largo de sus páginas el lector encontrará la soledad con que un soldado de la república, aplicado a la tarea de edificar la paz y no la guerra, debió tramitar sus tribulaciones, sus desencantos y sus manifiestos desacuerdos, en la tensión dialéctica de construir una partitura de reconciliación con quienes fueron sus oponentes en medio de la batalla.


El general Mora retrata sus cavilaciones sobre el proceso de paz, desde la “Casa 25” de La Habana, donde cada noche enriquecía su libreta de apuntes, con disciplina castrense, para no dejar escapar ninguna de sus angustias, al ver que el rumbo que tomaba el acuerdo –en su criterio–, entregaba la victoria política y jurídica a las Farc, la misma que sus hombres habían ganado en el campo militar.


¿Acaso no resulta ejemplar la manera como este hombre de armas asumió el dilema de retirarse del equipo negociador o quedarse, expresando con verticalidad y sinceridad sus convicciones, ante el riesgo de que su partida le hiciera daño a la paz, propósito superior a su propia doctrina?


Este libro constituye, a la vez, una invitación a reflexionar sobre múltiples aspectos acerca de cómo se desarrolló la negociación con la guerrilla y se le dio contenido al denominado “Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera”. Volveremos sobre algunos de ellos, en particular por su interés temático, pero hay que mencionar en especial el llamado que de manera recurrente hace el autor a la responsabilidad política del poder civil, sobre las actuaciones del Ejército durante la guerra. Con una gran vehemencia, que va mucho más allá de lo anecdótico, afirma que “En un sólido sistema democrático como el nuestro, el empleo de la fuerza le corresponde al poder político. En su momento, los presidentes tomaron las decisiones, impartieron las órdenes y estuvieron pendientes de la manera como las Fuerzas Militares enfrentaban la amenaza armada y terrorista contra el Estado”. Y concluye: “la responsabilidad de los políticos no aparece por ningún lado y como Pilatos, se lavaron las manos. Entonces, como no fueron actores del conflicto, se debe deducir que los militares entraron al conflicto por iniciativa propia”. Sin duda, dura advertencia, que pone en remojo la posibilidad de que en el futuro los militares de la reserva y los activos acepten que sean los únicos que respondan por parte del Estado, sobre lo ocurrido en el conflicto armado.


Hay que reconocer que la obra del general Mora nos deja varias deudas insolutas, al omitir el desarrollo en letra menuda de varios episodios de la historia de la paz, de la que fue protagonista desde el proceso del Caguán. Nada nos dice, por ejemplo, sobre la crisis que generó la salida del Ejército del Batallón Cazadores en tiempos de Pastrana, o del ruido de sables que suscitó la renuncia del ministro de Defensa Rodrigo Lloreda en el año 1999, con ocasión de las definiciones que se dieron sobre la zona de distensión del Caguán, o las reyertas que se dieron a propósito de la ley del canje que promovió Tirofijo ante el Congreso, incidentes de los que él fue protagonista como comandante general del Ejército.


Apelando a una discreción estratégica, tampoco registra con particularidad las discusiones que debieron darse sobre el desarrollo del proceso de paz durante el gobierno de Juan Manuel Santos, con el entonces ministro de Defensa Juan Carlos Pinzón y el mando de la institución castrense. De seguro lo hace por el respeto secular y democrático al principio de subordinación militar al poder civil, lo que impide que se conozca el detalle de los problemas y debates que debieron darse con los militares activos sobre el curso que fueron tomando las negociaciones y las posiciones de la fuerza pública.


Muestra de ello es, al final del libro, la referencia marginal y discreta a las reyertas que ocurrieron entre el alto gobierno y el Ejército, el día anterior a la firma final del segundo acuerdo, el 24 de noviembre de 2016, en la Casa Militar del Palacio de Nariño. No se trató de cualquier asunto. De lo que trascendió, se sabe que los comandantes, liderados por el general Juan Pablo Rodríguez, advirtieron al ministro de Defensa Luis Carlos Villegas y al jefe del equipo negociador Humberto de La Calle, que en el último texto del acuerdo se habían incluido nueve reformas al capítulo de la justicia, que afectaban hondamente la seguridad jurídica de las Fuerzas Militares. En particular se pretendía modificar inconsultamente la definición sobre “responsabilidad del mando” que se había acordado desde un primer momento, para acomodarla al concepto internacional. Algo extraño porque los líderes del NO, que ganaron el referendo, jamás pusieron sobre la mesa tales reformas, de manera que se trataba de nuevas exigencias de las Farc, acolitadas por Sergio Jaramillo. Ante la situación advertida, el general Rodríguez notificó a los representantes del gobierno que si no se volvía a los textos anteriores, estaba autorizado por todos los comandantes del Ejército, la Marina y la Fuerza Aérea, para informar a la opinión pública que las Fuerzas Militares habían sido traicionadas en el último momento y que, a pesar de haber acompañado con lealtad el proceso, estaban en el deber de advertir sobre la inconveniencia nacional del acuerdo de paz que se firmaría el día siguiente. Ante semejante notificación, Villegas y De La Calle no tuvieron opción que retirar los cambios y darle tranquilidad a los militares.


En este libro se reivindican los factores que más incidieron para que la guerrilla se sentara a negociar. Menciona el general Mora la reestructuración de las Fuerzas Militares a partir de los años noventa, que lideró conjuntamente con el general Tapias; el proceso de paz del Caguán; el plan Colombia y la determinación de Álvaro Uribe en confrontar la insurgencia, durante su gobierno. Siendo esto así, la historia habrá de reconocer por siempre que la paz suscrita en el 2016 fue fruto de la tarea de tres colombianos que ocuparon el solio presidencial: Andrés Pastrana, Álvaro Uribe y Juan Manuel Santos. ¡Qué paradoja!


El general Mora recuerda que la agenda acordada para las negociaciones era muy simple. De solo seis puntos: (i) Hacia un Nuevo Campo Colombiano: Reforma Rural Integral; (ii) Participación Política: Apertura Democrática para Construir la Paz; (iii) Fin del Conflicto; (iv) Solución al Problema de las Drogas Ilícitas; (v) Acuerdo Sobre las Víctimas del Conflicto y (vi) Implementación, Verificación y Refrendación. Enfatiza el autor que todas las conquistas que tuvieron las Farc en el acuerdo no se hubieran logrado si se hubiera acatado estrictamente la temática convenida, de tal suerte que los cambios que quisieran hacer los desmovilizados, a nivel de la estructura del Estado o el modelo político y económico, debían ganarlos democráticamente como partido activo; como inicialmente Humberto de La Calle se los había comunicado a los negociadores.


Sin embargo, bajo la sombrilla temática de varios de los enunciados, hábilmente las Farc empezaron a plantear temas que según el general Mora rebasaban el ámbito de la agenda convenida para el acuerdo final, bajo la complacencia del comisionado de Paz Jaramillo, a quien acusa de que lo único que le importaba era congraciarse con los negociadores de las Farc para que nunca se pararan de la mesa. Por ejemplo, Mora sostiene que bajo el capítulo de las víctimas se impusieron temas por la puerta de atrás, tales como la justicia transicional, la comisión de la verdad y la comisión histórica del conflicto. “Estos tres grandes temas, que significan indulgencia, no aparecen en el acuerdo rector del proceso, pero terminaron incluidos en beneficio de las Farc”, concluye el autor de esta obra.


Es probable que esta glosa tenga cabida para varios puntos, inclusive que la agenda inicial no fue trasparente en su contenido, frente a la nación, y que de manera reservada había otros acuerdos temáticos. Pero de lo que sí estoy seguro es que jamás se hubiera obtenido la dejación de las armas, si no se hubiera construido una justicia transicional para que los desmovilizados respondieran ante la sociedad, bajo un régimen especial, por los crímenes que cometieron. Alguna vez un amigo, muy godo, me dijo que este sería el sapo que tendríamos que tragarnos para firmar la paz; hoy piensa que no fue un sapo, sino un mastodonte, que nos tiene indigestos y con pronóstico reservado como sociedad.


En cualquier caso, lo cierto es que la agenda inicialmente convenida tenía varios destinatarios, con elevado cálculo político, para movilizarlos en favor de la paz. El punto de la reforma rural y la participación en política, eran los dulces fabricados para las Farc. El del fin del conflicto era el regalo para la sociedad, porque implicaba la desmovilización, que debía ser el punto final de la guerra. El del fin del narcotráfico era el capítulo que se le vendería a los americanos para que acompañaran el proceso y cedieran en la extradición. El asunto de las víctimas procuraba darle legitimidad al acuerdo bajo el principio de que serían el “centro” de la negociación, lo que, a la luz de los resultados reales, ha terminado siendo una quimera, y el capítulo final sobre implementación y refrendación era de naturaleza logística. Todos ganaban un poco; aunque asimétricamente, como se vio al final.


Si se observa con cuidado, los intereses y las expectativas de los militares no se veían reflejados en esa agenda. Con buen tino, a mi juicio, esa decisión permitió que sus asuntos quedaran fuera de la discusión con las Farc, en particular, el futuro de las Fuerzas Militares y su papel constitucional. Aunque, con su voraz apetito y su ánimo de retaliación, la guerrilla también buscó meter algunos micos o, mejor, orangutanes. Mora revela que hasta última hora los plenipotenciarios farianos pretendieron revisar la doctrina de seguridad nacional, llevar la Policía Nacional a un ministerio civil, evaluar el rol de la fuerza pública y revisar los antecedentes de los servidores públicos en materia de derechos humanos, en el punto correspondiente a las “garantías de no repetición”. En ese momento el general Mora obtuvo que toda la delegación gubernamental sentara una posición ante los negociadores de la guerrilla, en el sentido de que “el tema de la fuerza pública no hace parte de las conversaciones ni del acuerdo que pone fin al conflicto”.


Debe entenderse que, por esa limitación, la suerte de los militares quedó librada a los desarrollos normativos del posconflicto, aunque, hay que destacarlo, bajo el principio de que los militares tendrían un “tratamiento especial diferenciado, simétrico, equitativo, equilibrado y simultáneo”, como se consignó en los anexos del Acuerdo Final.


Es así como, después de la firma del Acuerdo, el interés de los oficiales se volcó al trámite del acto legislativo que creó la JEP y a las leyes sobre justicia transicional que deberían expedirse después de la firma del Acuerdo de Paz. Y ahí sí que fue Troya. Desde la Fiscalía advertí que los militares tuvieron que tramitar sus preocupaciones, en medio de cierta orfandad. Es decir, fueron necesarios para legitimar el acuerdo, pero a la hora de definir cómo se resolvería su situación jurídica, la institucionalidad no se jugó a fondo por ellos. Por esos días era común ver al comandante de las Fuerzas Militares, general Juan Pablo Rodríguez, convocando reuniones con sectores políticos y congresistas para que sus intereses y pretensiones fueran cabalmente atendidos. Aún lo recuerdo en esa labor de cabildeo, inusual para un soldado de su rango, que –según trascendió– desarrollaba escoltado de un poderoso equipo de abogados, en un hotel bogotano y en la Casa del Ingeniero Militar, ubicada en un discreto lugar del barrio El Chicó al norte de Bogotá.


La verdad es que jamás lo vi acompañado del ministro de la Defensa, Luis Carlos Villegas. Por el contrario, como el general Rodríguez me lo compartió alguna vez, su ministro lo acusaba recurrentemente ante el presidente de la república de llevar a cabo ese tipo de reuniones e inclusive de asistir a los debates normativos en el Congreso, porque en muchas ocasiones los puntos de vista de la oficialidad no estaban alineados con los criterios de De La Calle, Jaramillo y el propio ministro Villegas. Hasta que un día, cuando se integraban las listas para la JEP y la Comisión de la Verdad, Santos lo llamó a la Casa de Nariño y le dijo al general que, a conciencia, le había permitido el juego de deliberar en beneficio de la tropa, pero que había llegado el momento que permitiera que las cosas fluyeran de acuerdo con lo definido. En ese momento, el justo reclamo de que los organismos de la paz fueran incluyentes, cayó en el vacío, porque los agentes del Estado no pudieron obtener la misma representación que hoy tienen en la JEP y la Comisión de la Verdad los miembros de la insurgencia.


Fui testigo excepcional de un episodio que retrata toda esta compleja situación entre el poder civil y el poder militar, como lo detallo en mi libro Las dos caras de la paz. A los cinco meses de la firma del acuerdo, se dio una realidad que nadie quería ver: los guerrilleros detenidos salían a chorros de las cárceles y, por el contrario, los militares seguían privados de la libertad. Esta situación era perversamente asimétrica. Le expresé mi preocupación al presidente Santos y cómo ello podría generarle problemas reputacionales a la puesta en marcha del proceso. El presidente convocó una reunión y allí propuse que, dado que no había norma que beneficiara por igual a los oficiales, soldados y policías, se expidiera un decreto. El ministro Villegas se opuso porque una decisión que favoreciera de esa forma a las Fuerzas Militares le generaba un alto costo político al gobierno frente a la comunidad internacional, a las víctimas y a las ONG. Planteé entonces que, si esa era la objeción, expresamente se dijera que el decreto se expedía a solicitud del fiscal general de la nación. Solo así se aceptó mi iniciativa, como consta en los considerandos del decreto ley 706 del 2017. Lo curioso es que mi solicitud escrita para que se pudiera expedir la norma, fue del 4 de abril de 2017. Un mes después, luego de acordada, le tocó al general Rodríguez manifestar que no saldría de palacio hasta que él mismo pudiera llevarle al presidente Santos el decreto para su firma. Se parqueó durante horas en la sala de recibo de la Secretaría Jurídica de la Casa de Nariño y solo así el decreto terminó firmándose el 3 de mayo de 2017; un mes después. Había manos necias que habían puesto el proyecto en el congelador.


El coraje y pundonor de Juan Pablo Rodríguez ha tenido una clara recompensa por estos días. Aunque los oficiales de la reserva siempre mostraron sus dudas con que a los militares y policías se les investigara por la justicia transicional, los altos mandos juzgados actualmente por las conductas en que incurrieron durante el conflicto armado, sostienen a capa y espada que su juez natural es la Jurisdicción Especial para la Paz. Ojalá toda esta labor para que la justicia restaurativa fuera un concepto que alcanzara a los agentes del Estado, no termine frustrado por la carga ideológica de los magistrados de esa jurisdicción. ¡Ojalá!


Revela el general Mora en este libro que las negociaciones entre los plenipotenciarios empezaron con el punto 1, sobre la Reforma Rural Integral. Fue estratégico. Porque así fortalecían hacia adelante las discusiones aspiracionales de la guerrilla (“una ventaja calculada”) y, al mismo tiempo, obtenían acuerdos relativamente sencillos con el gobierno, dado que nadie del lado oficial podía negar la brecha que existe en el campo colombiano y la necesidad de fortalecer la condición del campesino, como propietario.


Según la libreta de apuntes del general Mora, las cosas se complicaron de más cuando se tramitó el capítulo de las drogas. Lo creo. Dice el autor que la guerrilla nunca reconoció que traficaba, no asumió ningún compromiso en la materia, nada se dispuso sobre la entrega de información sobre sus socios del narcotráfico o la entrega de las rutas de este comercio ilícito, no se comprometió efectivamente a entregar su riqueza ilícita e, inclusive, se mostró indiferente en la solución del problema cuando sus delegados manifestaron “No verán a las Farc erradicando cultivos de coca”. Y, desde la perspectiva del equipo negociador del gobierno, las cosas empezaron mal cuando el alto comisionado Jaramillo entregó un paper sobre el tema del narcotráfico que, para algunos de los miembros del equipo de plenipotenciarios era un documento “autoincriminatorio”, posición que permitió que las Farc responsabilizaran del problema del narcotráfico exclusivamente a las instituciones del Estado.


En este contexto, no es de extrañar que haya sido muy poco lo que se aprovechó la negociación para superar la maldición de las drogas. Es más, según la versión del general Mora, en vez de tomarse el tiempo necesario para diseñar una causa conjunta que nos permitiera construir una ruta que nos redimiera del problema del tráfico ilícito de estupefacientes, en la mesa se urgió el cierre de la negociación del capítulo 4, en mayo del 2014, por la coyuntura de la reelección.


Es así que el capítulo 4 del Acuerdo no ha logrado ninguna relevancia desde la perspectiva de lograr una “solución al problema de las drogas ilícitas”, como se le denominó pomposamente. Lo ocurrido en el posconflicto nos da la razón. Tal vez por este aspecto es que procede el más severo juicio de responsabilidad a los negociadores. Hoy el panorama es desolador. A los cinco años de la firma del Acuerdo, la situación del narcotráfico es muy crítica. El boom de los narcocultivos desbordado, la violencia disparada en los territorios de consolidación, los carteles mexicanos imparables y las disidencias de las Farc creciendo y retomando control territorial en las zonas cocaleras, con el agravante de que han terminado siendo una amenaza para los líderes sociales de esos territorios, en su afán de consolidar sus negocios ilícitos.


En su momento levanté mi voz para advertir que si no se actuaba con determinación para contener el narcotráfico, este terminaría expropiándonos los dividendos de la paz. Y así ocurrió. Como colombiano me indigna la indiferencia como se tramitó el llamado de atención que hice desde septiembre del año 2016, mediante una carta que dirigí públicamente al ministro de Justicia, en su calidad de presidente del Consejo Nacional de Estupefacientes.


Nunca entenderé, tampoco, por qué el gobierno nada hizo desde el momento en que, durante el segundo semestre del año 2017, presenté personalmente, primero, y de manera documentada, después, las evidencias que habían venido recaudando los fiscales de crimen organizado, sobre la continuidad en el narcotráfico de algunos sectores de los recientemente desmovilizados. Tengo la certeza de que si se hubiese encarado a los dirigentes de las Farc e intervenido los territorios con toda la capacidad del Estado, jamás se hubiera llegado al episodio de la captura de Santrich. Por ello comprendo el reclamo del general Mora: “nadie oía”. La indiferencia, hija legítima de la soberbia, y el propósito de evitar a toda costa controversias públicas sobre el curso de la paz, fueron muy malos consejeros, con la fatal consecuencia de que los departamentos cocaleros jamás conocieron la reconciliación, de que tanto se habla en los foros y en los organismos internacionales. ¡Un embuste! Tal vez por ello es que el actual fiscal general de la nación, Francisco Barbosa, ha sostenido que “La paz en Colombia ni se ha visto ni se ve”.


Otro capítulo del acuerdo de paz que bien merece repasarse, a partir del presente testimonio de Jorge Enrique Mora, es el relativo a la construcción de una justicia especial para la guerrilla. “Taylor made”, diría cualquier agudo analista sajón. Este apartado fue escrito sin la intervención de los plenipotenciarios que habían sido designados como negociadores por el gobierno. Un equipo ad hoc que desembarcó en La Habana, con cartas credenciales especiales, se encargó del asunto. Es un capítulo tan conocido, que –se sabe– llevó al jefe del equipo negociador, Humberto de La Calle Lombana, a considerar su renuncia. En algún momento en el que se debatía en Cuba la sanción que alcanzarían los delitos de lesa humanidad cometidos por las Farc, De La Calle me manifestó su profundo desagrado con lo que estaba ocurriendo y el pesimismo que lo embargaba sobre este asunto.


Pasados cinco años de la firma de la paz, la única realidad es que los dirigentes de las Farc ejercen la política, gozan de libertad, no han sido condenados por la JEP y sus versiones en los órganos de la paz –el SVJRNP– rayan en el cinismo y distan de ser confesiones de los graves crímenes en que incurrieron. Ojalá los desarrollos futuros permitan legitimar la tarea de la Jurisdicción Especial para la Paz.


Empero, hay razones para el escepticismo, que surgen de las propias notas del general Mora. El concepto de una justicia restaurativa, en el que el contenido de las sanciones propias queda deferido a la definición del juez transicional, no solo viola principios constitucionales sobre la legalidad de la pena, sino que genera una gran incertidumbre desde el punto de vista de la justicia y si las referidas sanciones, al final, serán compatibles con el Estatuto de Roma para los autores de delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra. En este sentido, las autoridades de la Corte Penal Internacional nos han notificado que los Estados tienen autonomía para implantar “las sanciones alternativas penales”, aunque no pueden dejar de lado las obligaciones de Colombia frente al derecho internacional. El problema no es de poca monta. Según el relato histórico que nos ofrece el general Jorge Mora, el presidente le había manifestado a la delegación de plenipotenciarios: “Me da lo mismo que sea pena o sanción, siempre y cuando sea sanción privativa de la libertad”. Lo que, justamente, nunca se convino.


Cuando examino lo que ha acontecido en materia de justicia, reafirmo que los guerrilleros no solamente obtuvieron una justicia soft para ellos, sino que se propusieron obtener unas ventajas estratégicas, pasando de la guerra militar a una guerra judicial contra la institucionalidad. Para ese propósito se inventaron una unidad al interior de la Fiscalía, denominada “Unidad especial de investigación para el desmantelamiento de las organizaciones criminales responsables de homicidios y masacres o que atentan contra defensores de derechos humanos, movimientos sociales o movimientos políticos, incluyendo las organizaciones criminales que hayan sido denominadas como sucesoras del paramilitarismo y sus redes de apoyo, y para la persecución de las conductas criminales que amenacen la implementación de los acuerdos y la construcción de la paz”. Dice el general Mora que era un “entrampamiento”. Y no le falta razón porque lo que buscaban era que, a través de un fiscal autónomo, con periodo superior al del fiscal general y, claro está, vinculado ideológicamente a la izquierda, se llevara por delante y sin fórmula de juicio a los agentes del Estado no combatientes y a los empresarios. Semejante amenaza no pudo consolidarse gracias a las discusiones que promoví con toda la antigua comandancia, previamente a la expedición del decreto ley 898 de 2017. Gracias a ello, esa unidad ha sido muy útil hasta ahora en la investigación de los autores intelectuales y materiales de los asesinatos contra los líderes sociales y los excombatientes, con tasas de efectividad que nunca se habían conocido en Colombia.


Gran valor el que exhibe el general Mora al escribir este libro, aunque estoy seguro que intentarán lapidarlo. Será un traidor y un desleal para los fanáticos de estos temas, que actúan como fundamentalistas de la Inquisición sin mirar con objetividad lo que muestra la cruda realidad. Pero lo que surge con claridad de estas líneas, por el contrario, es que el militar de la guerra, que contribuyó a “destruir la voluntad de lucha del enemigo, mas no a aniquilarlo”, durante la negociación se abstuvo conscientemente de animar una crisis, si con ello debilitaba ante la opinión pública el proceso de paz y le negaba a la nación una nueva oportunidad sobre la faz de esta tierra, para construir con esperanza el sueño de la paz. Se abstuvo de protagonismos destructores, sin cejar en su empeño diario de señalar las equivocaciones, que en su sentir se cometieron y que hoy hace públicas. No me cabe duda de que, gracias a su papel crítico, no se dieron muchas de las pretensiones estratégicas de la guerrilla para someter nuestra democracia política y económica, como se relata a lo largo del libro. Suficiente para entender que cumplió con la misión.


Aquí quedan las memorias de un ilustre soldado de la patria que, de seguro, como Cicerón, “prefiere la paz más injusta a la más justa de las guerras”.


POR NÉSTOR HUMBERTO MARTÍNEZ NEIRA
 EXFISCAL, EXMINISTRO, COLUMNISTA.
 Septiembre 29 de 2021.









CAPÍTULO 1


Vivencias y convicciones de mi vida militar


Con apenas dieciséis años cumplidos en enero de 1962, inicié estudios en la Escuela Militar de Cadetes del Ejército. Mi padre me contó que en la década del veinte del siglo pasado, se sintió atraído por la milicia y quiso ingresar con mucho entusiasmo, pero no pudo hacerlo. El destino y las circunstancias lo impidieron porque debía cumplir un requisito indispensable: presentar la recomendación de un dirigente del partido de gobierno, pero no le fue posible obtenerla en ese momento porque políticamente estaba en la orilla contraria.


Aún recuerdo el día que ingresé a la Escuela Militar. A pesar de mis escasos años llegué con el alma llena de ilusiones y una atracción especial por la milicia. Me sentía un soldado de acero: el más fuerte, el más valiente.


Al reflexionar sobre esa eventualidad de mi vida familiar, el paso del tiempo reforzó lo que siempre pensé en la intimidad cuando buscaba explicar la tragedia de nuestro pueblo y llegaba a la misma conclusión: la inmensa responsabilidad de la clase política y sus dirigentes por la desbordada pasión y sectarismo en el desencadenamiento de la época –tal vez– más violenta de la historia moderna de Colombia.


Fue tanto el odio que esa dirigencia logró enfrentar desde lo más profundo a las comunidades e instituciones, lo que derivó en la llamada “violencia política” de los años 1940 y 1950 del siglo pasado. Posteriormente, y una vez más, los dirigentes políticos fueron responsables del nacimiento de las guerrillas comunistas armadas, con las Farc a la cabeza, que por más de cincuenta años se constituyeron en la organización guerrillera más criminal y violenta de nuestra trágica historia política, social y militar.


Ya en la Escuela Militar, mientras los jóvenes de mi época gozaban y se divertían, mis compañeros y yo vivíamos la disciplina del cuartel con la austeridad de un monasterio. En las aulas de clase la milicia de la época estaba soportada en las enseñanzas heredadas de las diferentes misiones militares extranjeras, especialmente las chilenas, que el gobierno colombiano trajo en las primeras décadas del siglo pasado con el propósito de fortalecer la formación de los futuros oficiales. Los instructores fundamentaron sus enseñanzas en la histórica escuela prusiana, cuyos pilares pregonaban una milicia estricta en el conocimiento del arte de la guerra, la intensa preparación del combatiente y una rígida disciplina.


Los instructores interpretaban fielmente esa corriente formación, al punto de que no permitían el más mínimo incumplimiento de los reglamentos y el entrenamiento militar debía funcionar con la mayor fortaleza y exactitud. Incluso se permitía la aplicación de severas sanciones disciplinarias y físicas, que desaparecieron con el paso del tiempo.


La milicia practicada durante mis tres años en la Escuela Militar moldeó mi carácter y me formó en el ejercicio del mando, como el líder que tiene la responsabilidad de dirigir a sus soldados con la absoluta convicción de preservar sus vidas en el cumplimiento de la misión asignada. La enseñanza recibida me permitió escalar los más altos grados y cargos institucionales, siempre con el compromiso de defender el sistema democrático y la sociedad colombiana, como razón de ser de la institución militar. Fueron tres años de aprendizaje, tres años de exigencia permanente, tres años de juventud, que pasaron sin poder disfrutar las delicias de los cambios sociales de la época: ni el rock and roll, ni Elvis Presley, ni las nuevas costumbres que impactaban especialmente a la juventud.


El tiempo pasó vertiginosamente en la escuela. El primer año moldeó mi carácter y me mostró el austero y sacrificado mundo del recluta; el segundo, la importancia que tienen en la guerra y la milicia el concepto del apoyo, la fortaleza de la organización y las capacidades técnicas y tácticas; y el tercero fue del mando y me enseñó que el carácter, la autoridad, la fuerza moral y la toma de decisiones son fundamentales para ser un buen líder y un excelente conductor de hombres. Mis convicciones, que se fortalecieron durante estos años de formación, me acompañarían toda la vida militar y jamás se me olvidaría que “la institución necesita más líderes que comandantes”.


A la filosofía prusiana aplicada por la misión chilena que vino a Colombia se sumaron las lecciones aprendidas de la llamada época de La Violencia, el oscuro periodo de la historia nacional en el que los partidos Liberal y Conservador se enfrentaron por el poder en una lucha a muerte. Rojos y azules, ambos por igual, organizaron grupos armados que cometían a su nombre los más aberrantes crímenes, en una constante retaliación de lado y lado que dejó para la historia una de las épocas más sangrientas de Colombia. Las lecciones aprendidas que menciono nos mostraban a los inexpertos cadetes los orígenes, la forma de actuar, la conformación, los objetivos y motivaciones de los causantes de esa violenta época. Aprendí que los partidos políticos y sus dirigentes eran los indiscutibles responsables de la horrible tragedia, del desbordado apasionamiento y de la muerte de miles y miles de colombianos, la mayoría de ellos, ayer como hoy, humildes, pobres y abandonados habitantes de la ruralidad colombiana, nuestros campesinos, utilizados y engañados por los gamonales políticos y sus grupos armados. Una responsabilidad no asumida y una deuda histórica diluida en el tiempo.


Toda mi vida estaré agradecido con la formación que recibí en la Escuela Militar. Jamás olvidaré a mis maestros civiles, personajes de renombrado currículum académico, cada uno experto en la materia, verdaderos educadores no solamente del conocimiento sino ejemplos de virtud, personalidad y convicciones. De los instructores militares, tenientes y capitanes que más tarde ocuparían las más altas responsabilidades del mando, aprendí que no existe mayor hermandad que la que se forja en el campo de combate, quienes día y noche me inculcaron la moral, la ética, los principios y los valores. La mayor parte de mis instructores militares eran expertos en el arte de la guerra y luego de participar en la guerra de Corea –entre 1950 y 1953– los identificábamos por su experiencia, hazañas y actos de heroísmo al frente de sus hombres. Para nosotros eran ejemplo de motivación y así se comportaban cuando nos hablaban de los horrores y realidades de la guerra.


EL SUBTENIENTE MORA


En diciembre de 1964 me gradué como subteniente del Ejército de Colombia. No cambiaba por nada mi uniforme de oficial y a partir del 1 de enero de 1965 empecé a recorrer ciudades, campos y montañas, con la absoluta decisión de defender el sistema democrático y al pueblo colombiano, que a partir de entonces se convirtieron en mi prioridad. Era parte del Ejército Nacional, la institución a la que había decidido entregarle mi juventud y mi vida. El único Ejército del pueblo colombiano, el Ejército de la Constitución y la historia, descendiente de los guerreros que nos dieron la libertad.


En el grado de subteniente, mi primer traslado fue al fuerte militar de Tolemaida en el departamento de Cundinamarca. Posteriormente me enviaron al Batallón Cazadores, para la época acantonado en el municipio de Cunday, en el Tolima. No tardé mucho tiempo en afrontar mi primera experiencia de orden público. Corría el año de 1966 cuando fui trasladado al Batallón Juanambú, con sede en el municipio de Florencia y con responsabilidad en todo el departamento del Caquetá.


En el Juanambú me seleccionaron para integrar una unidad especial de combate con el cargo de comandante de pelotón – cuarenta hombres- y me enviaron al municipio de San Vicente del Caguán con la misión de cerrar el paso del grupo guerrillero que huía acosado por las famosas contraguerrillas del Ejército, poderosas en todo sentido desde el punto de vista militar. En aquella época no existían los soldados voluntarios ni los llama-dos soldados profesionales, únicamente los conscriptos que prestaban el servicio militar obligatorio.


En esos momentos, los contraguerrilleros perseguían un reducto de las recién fundadas Farc, en el que se encontraba su máximo cabecilla, Manuel Marulanda, alias Tirofijo, quien había estado a punto de caer en uno de los tantos combates que se presentaban día y noche en una zona de selva espesa y sin vías de comunicación. Los militares identificaron esa persecución como Operación Pato, pero el jefe guerrillero y su grupo lograron eludir el cerco y se refugiaron en los llanos del Yari, en el departamento de Caquetá.


El desarrollo de la operación exigió largas caminatas y extensos patrullajes desde Florencia porque no existía carretera para llegar a la población de San Vicente del Caguán, un pequeño caserío poblado incrustado en la cordillera y rodeado por la espesa selva de la región.


Las contraguerrillas que perseguían al grupo de las Farc en su huida y nosotros, que fuimos enviados para cerrarles el paso, nos encontramos en una pista de aterrizaje para aviones pequeños en las afueras del pueblo. En mi memoria permanece el impacto que me causó ver a los contraguerrilleros, con sus uniformes que mostraban muchos días sin poderse cambiar y una espesa barba. También me llamó la atención el armamento que portaban, moderno y de importante capacidad de fuego, así como el voluminoso y pesado equipo que cargaban a sus espaldas, conocido como La casa del combatiente. Del enorme morral colgaban loros, papayas, plátanos, y otras frutas y animales que hacían parte de la supervivencia y larga travesía por la jungla. Esa oportunidad me permitió conocer los detalles de la persecución y los numerosos combates en medio de la selva. En sus rostros, sus uniformes y sus desgastadas botas, se notaba el impresionante esfuerzo que habían realizado, pero en sus miradas se notaba fortaleza y espíritu de combate.


En aquella primera experiencia me llamó poderosamente la atención la manera como estaban conformadas esas contra-guerrillas: cada una tenía cerca de cuarenta hombres, la mitad de ellos oficiales y suboficiales, y la otra mitad civiles –exguerrilleros de las llamadas guerrillas liberales que se amnistiaron, desmovilizaron y entregaron las armas pocos años atrás–. La integración a la sociedad de esos hombres le permitió al Ejército contratarlos legalmente para engrosar sus filas en condición de combatientes en las unidades de contraguerrillas.


Ese encuentro fue mi primer contacto con la realidad de la guerra, mi ‘bautizo’. Imágenes inolvidables que han perdurado en mi memoria. Además, todo esto ocurrió en el Caquetá, un hermoso territorio de selva y ríos que habría de marcar para toda la vida mi trayectoria personal y militar.


LA COLOMBIA DE AQUELLA ÉPOCA


Debido a mi edad, no viví la época de la violencia política que sacudió a Colombia a finales de la década de los años cuarenta y cincuenta del siglo pasado; los hechos acaecidos en ese periodo fueron fundamentales en la enseñanza que recibí durante mi permanencia en la Escuela de formación del Ejército.


El énfasis académico se concentró en estudiar lo que había sucedido en las zonas rurales del país, donde en un absurdo y horrendo baño de sangre los grupos políticos armados descargaban el odio contra todo aquel que pudiese ser identificado como adversario. Por desgracia todo esto aconteció en los campos, donde los principales afectados fueron los indefensos campesinos.


El Ejército de entonces era una fuerza pequeña con pocos efectivos, pobremente armados y con una organización que no le permitía ejercer presencia y control en el extenso territorio nacional, donde la violencia política se ensañaba contra las comunidades más indefensas, pobres y apartadas.


En lo que a mí respecta, debo precisar que en la Escuela Militar nos prepararon para ejercer el mando de pequeñas unidades con énfasis en la defensa de los colombianos –especialmente de las zonas rurales– y la parte militar privilegió la táctica y la inteligencia.


En honor a la verdad no recuerdo haber recibido orientación a favor o en contra de uno u otro partido político. Más tarde, en mi desempeño como oficial, el partidismo tradicional no fue determinante y me concentré en el aspecto militar de la misión, es decir, la defensa del sistema democrático, la sociedad civil y combatir los grupos armados que le habían declarado la guerra al sistema.


Las aulas de clase nos dieron los elementos suficientes para entender que la insensata intervención y la ambición desenfrenada de los políticos, los llevó a buscar de manera irresponsable que el Ejército y la Policía intervinieran para inclinar la balanza institucional a favor de unos u otros. Orientaron sus intereses hacia ese remolino de anarquía y confusión, y al final lograron que algunos pocos militares y policías se sintieran atraídos y tomaran partido en aquella guerra política.


El enfrentamiento partidista llegó a tales niveles de degradación que en 1953 los dirigentes de los partidos tradicionales, Liberal y Conservador, desbordados por la violencia y la inestabilidad institucional, acordaron buscar soluciones para frenar el baño de sangre. Ahí surgió la fórmula de entregarle el poder al general Gustavo Rojas Pinilla.


La ascensión de Rojas no estuvo exenta de un amago de crisis institucional porque aquel 13 de junio de 1953 Colombia tuvo tres presidentes en un solo día: Roberto Urdaneta Arbeláez, en su condición de designado y encargado de la Presidencia; Laureano Gómez, presidente electo, que había traspasado el poder al designado y en la mañana de ese día llegó al palacio presidencial, convocó un consejo de ministros y anunció que reasumía la presidencia, retiraba del cargo al presidente encargado Urdaneta, y llamaba a calificar servicios al general Rojas Pinilla y a otros militares.


El día transcurría en medio de una crisis política sin antecedentes y los líderes de los partidos buscaban afanosamente una solución. De manera simultánea, los mandos militares también debatían y realizaban contactos internos y políticos ante la posibilidad de que con el paso de las horas se llegara al desenlace que habría de ponerlos a las puertas de la historia.


La incertidumbre habría de quedar despejada hacia la medianoche, cuando Rojas Pinilla llegó a palacio acompañado de algunos de los generales más cercanos y asumió el poder. A lo largo del tiempo algunos historiadores han sostenido que el general Rojas le insistió a Urdaneta que asumiera la presidencia con el respaldo del mando militar, pero no aceptó debido a quebrantos de salud, según sus propios argumentos.


Rojas asumió la presidencia en medio de una gran aceptación pública y en coyunturas históricas imposibles de desconocer: con el respaldo de los dos partidos políticos tradicionales, sin combates, sin disparos, sin revueltas y sin hechos de violencia. Uno de los más importantes líderes políticos liberales de la época, Darío Echandía, calificó lo sucedido como “un golpe de opinión”.


El discurso de posesión del nuevo mandatario aquella noche del 13 de junio fue muy corto, pero importante por su referencia a la violencia política del momento y por su influencia en el pensamiento de los futuros generales.


El jefe de Estado tenía su propia percepción de lo que significaban para el país las guerrillas que azotaban amplias regiones, especialmente en los llanos orientales, Santander, Cundinamarca y Tolima, y por esa razón en la primera semana de su mandato ordenó suspender las acciones militares en las zonas más afectadas por la violencia e invitó a las guerrillas acogerse a la política de paz del gobierno, que incluía una amnistía general.


El 22 de junio respondieron al generoso ofrecimiento de la amnistía desde los llanos orientales y poco a poco se sumaron grupos de otros sectores del país; pero al final de cuentas no todos los grupos guerrilleros cumplieron con la desmovilización y entrega de las armas.


Por designación presidencial, el encargado de liderar los contactos fue el general Alfredo Duarte Blum, quien se entrevistó con los cabecillas y logró desmovilizar a más de 1.500 integrantes de las guerrillas liberales de los llanos, al mando de Guadalupe Salcedo. Otros jefes subversivos de diferentes zonas del país se acogieron a la amnistía y ordenaron desactivar sus grupos, pero no todos obedecieron y algunos continuaron su accionar violento, especialmente en el departamento del Tolima, donde los enfrentamientos y las divisiones internas dieron paso, para desgracia de Colombia, al nacimiento de las Farc.


La desmovilización de los guerrilleros liberales de los llanos se constituyó en uno de los hechos más importantes en la búsqueda por superar la crisis que se vivía en aquella época. Quienes hemos vivido inmersos en tantos años de violencia e investigamos los pormenores de ese episodio histórico, podríamos caer fácilmente en el romanticismo, pero es apasionante leer documentos, testimonios y ver las fotografías de aquellos guerrilleros con armas en la mano, en sus caballos llaneros a galope tendido, a lado y lado del carro del general Duarte, quien aterrizó en un avión de la Fuerza Aérea en una pequeña pista, acompañado de una reducida delegación oficial no armada, sin escoltas y vistiendo su uniforme militar.


Podría afirmar con absoluta certeza que este hecho se convirtió en el punto de partida de la participación de los militares en la búsqueda de la solución del conflicto interno colombiano. El general Duarte Blum, quien poco después sería ascendido a comandante de las Fuerzas Militares, fue el primero –pero no el último– de los militares en hacer parte de procesos de negociación cada vez que los gobiernos tomaban la decisión de avanzar en este tipo de acercamientos. Actitud valiente, leal y democrática de la institución castrense frente a actuaciones políticas de difícil aceptación por parte de los líderes militares.


Como señalaba antes, hubo reductos de guerrillas que no se desmovilizaron en la amnistía del general Rojas Pinilla y entonces adoptaron el concepto del “empleo de todas las formas de lucha”. Me refiero a la filosofía, pensamiento y forma de actuar del Partido Comunista y sus brazos armados, que entendieron esa premisa como su principal método para manipular las masas campesinas trabajadoras y explotar las deficiencias sociales del Estado, representadas según ellos por la oligarquía y el imperialismo. De igual manera, los grupos armados encontraron en la combinación de todas las formas de lucha la justificación a sus acciones violentas y criminales.


Esa conjunción de política radical antisistema y grupos alzados en armas generaría una nueva ecuación política en Colombia: pasamos de la violencia política a la violencia comunista, guerrillera, al conflicto armado interno que nos agobiaría durante más de cincuenta años.


CONTEXTO MUNDIAL Y REGIONAL


Tras la culminación de la Segunda Guerra Mundial en 1945, el planeta se encontró con la llamada Guerra Fría y los países se vieron forzados a alinearse con Estados Unidos o la Unión Soviética. Oriente vs. occidente. Comunismo vs. capitalismo. Nació así una nueva concepción del conflicto mundial, más peligrosa y extrema por la agresividad ideológica y la amenaza del empleo del poderío militar, más letal que el conocido en la confrontación recién terminada.


La tensión que se empezó a generar a nivel mundial no tardó en llegar a América Latina, que muy pronto vio amenazada su estabilidad política, social y militar. Podría decirse que en ese momento se gestó una de las primeras causas del conflicto interno colombiano.


En medio de la puja por la hegemonía mundial, la Guerra Fría habría de desencadenar la guerra de Corea, ocurrida entre 1950 y 1953, que puso a prueba la expansión del bloque comunista. Ese conflicto bélico en tierras lejanas impactó a este lado del mundo, que terminó involucrado en los intereses políticos de las potencias y en la participación militar de Colombia.


La guerra entre los dos coreas empezó luego de la invasión del norte comunista al sur de la península, de influencia estadounidense. La reacción inicial de la naciente Organización de las Naciones Unidas, ONU, fue pedirles a los países asociados que integraran una fuerza militar única, comandada por el general estadounidense Douglas MacArthur.


Para Estados Unidos, la participación latinoamericana en el conflicto tenía un significado especial para sus intereses estratégicos, pero la falta de recursos económicos y deficiencias en entrenamiento, equipo y apoyo logístico, hacían prácticamente imposible esa colaboración. Entonces se pensó en integrar una fuerza colectiva regional a través de la Organización de Estados Americanos, OEA, opción que presentaba serios problemas operacionales y por eso poco a poco los países anunciaron que no irían a la guerra.


En el caso particular de Colombia, Estados Unidos encontró la manera de financiar nuestra participación y luego de varias reuniones entre funcionarios de alto nivel, el 14 de noviembre de 1950 acordaron el envío a Corea del Batallón Colombia, compuesto por 1.080 hombres. La fragata ARC Almirante Padilla fue la primera de las embarcaciones que se sumaron a las fuerzas desplegadas para afrontar el conflicto bélico contra Corea del Norte y el bloque comunista conformado por China y la Unión Soviética.


Finalmente, Colombia fue el único país de América Latina que atendió el llamado de las Naciones Unidas y durante toda la guerra combatió al lado de la Séptima y la Vigésimo quinta divisiones de Infantería del Ejército de Estados Unidos y tropas de otras diecisiete naciones.


Imposible pasar por alto el valor y sacrificio de nuestros soldados y marinos, 131 de los cuales ofrendaron sus vidas, 374 resultaron heridos, 79 desaparecieron en combate y 28 de ellos retornaron a las filas del batallón luego de haber sido hechos prisioneros y padecer el cautiverio comunista.1


La participación militar colombiana en la guerra de Corea durante cerca de cuarenta meses tuvo un enorme impacto institucional en el Ejército por el sacrificio, experiencia y enseñanzas que acumuló luego de haber participado en un conflicto internacional de esa magnitud. Me atrevo a afirmar que el Ejército colombiano era uno antes y otro después. No podía ser distinto porque en Corea se enfrentaban fuerzas armadas potentes y modernas, que aplicaron las más sofisticadas doctrinas de la guerra regular.


El regreso del batallón Colombia de Corea trajo innovaciones y nuevas metodologías, que el Ejército analizó para buscar la mejor manera de aplicarlas en el cumplimiento de su misión contra los grupos guerrilleros. En sus muchos escritos sobre el tema, el general Álvaro Valencia Tovar (q. e. p. d.), uno de los más prestantes oficiales del Ejército, reconoció el valor de la experiencia adquirida por el Batallón Colombia en Corea y la calificó como el “Tercer momento militar del siglo XX”.


Con todo, una cosa era una guerra internacional y otra muy distinta un conflicto armado interno con las complejidades geográficas de un país como el nuestro. Así las cosas, la atipicidad de la situación política llevó al Ejército a desplegar un dispositivo disperso en el territorio nacional, con pequeñas fracciones de tropa en regiones lejanas, sin posibilidades de apoyo. Este panorama se convirtió muy pronto en una debilidad táctica y estratégica, debido a las dificultades en el empleo de la fuerza, y los militares terminaron cumpliendo funciones y misiones típicas de la Policía.


Esta ecuación político-militar habría de producir un efecto muy complicado porque las tropas que patrullaban el territorio nacional empezaron a ser presas fáciles de los grupos rebeldes.


La revolución cubana de comienzos de 1959 fue determinante para las guerrillas comunistas de la región porque el nuevo régimen de la isla encabezado por Fidel Castro decidió promover alzamientos rebeldes mediante la creación de guerrillas urbanas y rurales con el único propósito de buscar la toma del poder. La estrategia fue exitosa y varios movimientos armados terminaron en gobiernos de izquierda que a su vez no tardaron en ser contrarrestados con golpes de Estado y dictaduras civiles y militares en varios países de América Latina.


Una vez materializado el triunfo de la revolución, los líderes cubanos no tardaron en mostrar su verdadera orientación ideológica y se alinearon con el bloque comunista liderado por la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, URSS.


Desde el primer día, el movimiento revolucionario impuso medidas extremas de restricción a todas las actividades ciudadanas y ejerció un control absoluto contra aquellos que no se identificaban con la causa. Se llevaron a cabo, entonces, los juicios revolucionarios característicos de estos regímenes, ordenados por el tribunal presidido por uno de los líderes de la revolución, Ernesto “Che” Guevara, que casi siempre terminaban en fusilamientos. En una intervención ante la ONU en diciembre de 1964, el Che Guevara expresó sin pudor alguno: “Nosotros tenemos que decir aquí lo que es una verdad conocida, que la hemos expresado siempre ante el mundo: fusilamientos, sí, hemos fusilado, fusilamos y seguiremos fusilando, mientras sea necesario”.


La relación de la revolución cubana y las guerrillas colombianas se materializó a través de respaldo político-ideológico, refugio, entrenamiento, dotación, asesoría, logística, atención médica y armamento. Esa intervención en nuestros asuntos internos influyó de manera directa en el fortalecimiento de los grupos guerrilleros y en el escalamiento del conflicto armado en Colombia. Aún hoy, a pesar de los cambios producidos en el ordenamiento mundial, Cuba se identifica plenamente con estas organizaciones armadas en lo ideológico, político y militar.


 A pesar de que en la isla recién empezaba a acomodarse el nuevo régimen, en Colombia se produjo un asesinato de corte político que habría de ser definitivo en las siguientes décadas: la muerte a tiros de Jacobo Prías Álape, alias Charro Negro, en enero de 1960.


De tiempo atrás las guerrillas liberales y comunistas habían buscado refugio en el pequeño poblado de Gaitania, Tolima, para protegerse del asedio conservador. Pero la relativa tranquilidad que se vivía allí fue rota el 11 de enero de ese año, cuando varios guerrilleros liberales, también conocidos como “Los limpios”, al mando de Jesús María Oviedo, alias Mariachi, balearon en las calles del caserío a Charro Negro, considerado el jefe más importante y de mayor proyección en el ala comunista de las guerrillas.


Charro Negro no era un guerrillero cualquiera. Estaba casado con Rosa, hermana de su inseparable amigo Pedro Antonio Marín, alias Manuel Marulanda Vélez o Tirofijo. Los dos compadres se habían conocido años atrás en la época de La Violencia y comandaron guerrillas comunistas en el sur del Tolima. A diferencia de Tirofijo, Charro Negro se había acogido a las amnistías decretadas, primero, por el general Gustavo Rojas Pinilla y, luego, por el primer presidente del Frente Nacional, Alberto Lleras Camargo.


En el momento de su muerte, Charro Negro había sido elegido miembro del Comité Central del Partido Comunista y de inmediato fue reemplazado por Tirofijo, quien asumió el mando de algunos centenares de guerrilleros comunistas que se instalaron en el valle de Marquetalia, al sur del Tolima.


Así, las guerrillas de Tirofijo empezaron a realizar acciones terroristas que habrían de escalar en enero de 1964, cuando emboscaron una patrulla de abastecimientos del Ejército, derribaron una avioneta y secuestraron a los dos pilotos.


Esa y otras incursiones, sumadas a un sonado debate en el Congreso en el que el senador Álvaro Gómez Hurtado denunció la existencia de las que llamó repúblicas independientes en diferentes lugares del país, llevaron a las Fuerzas Militares a desplegar una vasta acción militar bautizada como Operación Soberanía.


El despliegue de tropas más importante se concentró en la región de Marquetalia, donde se refugiaban Tirofijo y sus hombres, y fue desarrollada entre el 28 de mayo y el 22 de junio de 1964, un tiempo relativamente corto para una operación de tanta importancia y magnitud.


La Operación Soberanía –como la llamaron las Fuerzas Militares– o Marquetalia –como la denominaron los guerrilleros porque ese era el nombre de la finca donde Tirofijo montó su cuartel general y concentró más o menos doscientos hombres en armas–, fue planeada en el Departamento de Operaciones del Ejército, dirigido en aquel entonces por el coronel Álvaro Valencia Tovar.


El mando fue encargado al coronel Hernando Currea Cubides, comandante de la Sexta Brigada del Ejército con sede en Ibagué. En total participaron 2.400 militares, de los cuales 975 realizaron el ataque sobre una zona selvática rodeada por altas montañas donde los guerrilleros se atrincheraron y dominaron alturas, rutas de aproximación y caminos, lo que hizo muy difícil el avance de las tropas. Los demás militares, cerca de 1.500, fueron enviados a cerrar las salidas de la extensa cordillera para evitar la fuga del grupo guerrillero, pero al final no pudieron evitarlo.


La Operación Soberanía culminó con el asalto aéreo sobre el cuartel de Tirofijo en Marquetalia, llevado a cabo por el Batallón Colombia, al mando de su comandante, el coronel José Joaquín Matallana Bermúdez, quien desembarcó personalmente con 150 hombres en cuatro helicópteros, la máxima capacidad de transporte de la Fuerza Aérea en ese momento. Las tropas ocuparon el área y los guerrilleros la abandonaron en desbandada, quemaron casas y ranchos, destruyeron todo lo que habían construido y se desplazaron en dirección a Río Chiquito sin entrar en combate. El 14 de junio de 1964, el coronel Matallana izó la bandera nacional en la inhóspita región.


Las bajas fueron muy pocas porque la operación no estaba encaminada a contar guerrilleros muertos, y esa no era la misión ni el objetivo. Se trataba de recuperar para el Estado un territorio que la guerrilla ocupaba y consideraba como propio. El Ejército sufrió al menos diez muertos y por parte de la guerrilla un reducido número de bajas. Lo único cierto fue la muerte de uno de los jefes guerrilleros más importantes de esa organización: Isaías Trujillo.


Años después, y hasta el día de hoy, las Farc construyeron alrededor de aquel momento histórico un montaje de victimización y tejieron leyendas exageradas, deformadas y falsas, supuestamente heroicas, según las cuales “45 campesinos con rudimentarias escopetas resistieron contra 16.000 incompetentes soldados muy bien armados y una flota de aviones con bombas Napalm, propias de la guerra biológica”. Toda una entelequia.


Esa ficción les sirvió para montar la historia de su nacimiento en hechos que solamente fueron reales en el imaginario de la organización guerrillera, necesarios sí para embaucar ingenuos seguidores y algunos intelectuales de izquierda interesados en mitificar a esa organización. El final inobjetable de la operación fue la ocupación y recuperación de Marquetalia para el Estado y la institucionalidad. Las bajas en combate no eran lo importante y menos el objetivo. La misión se cumplió.


Dispersas las fuerzas guerrilleras del sector de Marquetalia, Tirofijo convocó una primera asamblea, conocida como del Bloque Sur, en la que tomaron varias decisiones: designar una dirección conjunta para operar mediante guerrillas móviles; promover una reforma agraria de siete puntos bajo los postulados del Partido Comunista y publicar un manifiesto, firmado el 20 de julio de 1964. Los hechos sucedidos durante ese año conducirían a la posterior formación del primer grupo de guerrillas derivado del conflicto armado interno que empezaba a gestarse en Colombia: las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, Farc, con tendencia claramente prosoviética, según consta en documentos de la propia organización.


En 1964 me desempañaba como alumno de último año de estudios en la Escuela Militar de Cadetes con el grado de alférez de infantería. Allí llegaban los resultados de las operaciones y detalles de los acontecimientos, en documentos conocidos como “Casos tácticos”. El análisis de las operaciones y sus resultados eran narrados por los propios participantes, que eran invitados a presentar las explicaciones en un ambiente de profunda autocrítica y se constituían en material de estudio y análisis obligatorio. La memoria me lleva a reconocer que tal vez esa era una de las materias de estudio que más atraía mi atención por su realismo, exactitud y enseñanzas. Así nos preparábamos para ir al combate.


Otro grupo guerrillero que optó por atacar al Estado y a su institucionalidad, fue el Ejército de Liberación Nacional, ELN, que se dio a conocer a nivel nacional el 7 de enero de 1965 con el asalto al municipio de Simacota, Santander. Su inclinación ideológica era claramente procubana porque en la isla se prepararon, organizaron, entrenaron y armaron. Una vez estuvieron listos, partieron a Colombia a realizar sus primeras acciones criminales.


Dos años después, en 1967, apareció el Ejército Popular de Liberación, EPL, de tendencia pro-China, según documentos internos de la misma organización. El EPL concentró su mayor accionar en los departamentos de Córdoba y Antioquia.


Estos tres grupos guerrilleros surgidos en la década de 1960 le declararon la guerra al Estado con sus acciones violentas y terroristas que afectaron especialmente a la población campesina indefensa, a los más débiles, al pueblo que supuestamente decían defender. Toda una falsa y absurda historia de inaceptable justificación.


Pero habrían de surgir otras organizaciones subversivas, como el Movimiento 19 de abril, M-19, de corte nacionalista, que nació como consecuencia del polémico resultado de las elecciones presidenciales de 1970. En los primeros años de la década de 1980 también vieron la luz grupos de menor importancia como el Partido Revolucionario de los Trabajadores, PRT; el movimiento armado Quintín Lame y la Corriente de Renovación Socialista, CRS.


Como ya mencioné, desde sus primeros días la revolución cubana se dedicó a exportar su ideología e incentivar la creación de movimientos subversivos urbanos y rurales en casi todos los países de América Latina. Los colombianos sufrimos ese fenómeno de manera trágica y destructiva porque los alzados en armas practicaron la denominada ‘justicia revolucionaria’, es decir, el juzgamiento y fusilamiento de población indefensa, pero también a los propios integrantes de su organización. Con el pretexto más insignificante asesinaron a miles de civiles y hoy, cuando los pactos de paz les permiten hacer política, niegan lo que hicieron y diluyen su responsabilidad en el tiempo y en la memoria. Con el mayor cinismo y desvergüenza justifican sus actuaciones criminales, con la absurda justificación de la ‘lucha armada’ contra el Estado.


Además de los grupos subversivos en Colombia, en la década del sesenta surgieron guerrillas rurales y urbanas en varios países de América Latina, como los Montoneros, en Argentina; los Tupamaros, en Uruguay; el movimiento Tupac Amaru, en Perú; el movimiento Alfaro Vive, Carajo, de Ecuador; el Movimiento de Izquierda Revolucionaria, de Chile; y las guerrillas urbanas del Brasil. Todos seguían las orientaciones de la izquierda internacional.


Ya en los años ochenta, las guerrillas colombianas se vincularon a las diferentes etapas del negocio del narcotráfico –cultivo, procesamiento, transporte, comercialización– y obtuvieron recursos ilimitados que les facilitaron adquirir armas y moderno material de guerra y de comunicaciones para fortalecer su actividad terrorista. Las Farc lo entendieron muy rápido y respaldadas en su robusta capacidad armada y amplia presencia en las áreas de cultivo, empezaron a competir con los carteles de la droga iniciando su recorrido como vulgares narcotraficantes, carentes de cualquier ideología. Si la tenían, en su recorrido como organización dedicada al narcotráfico la enterraron en las plantaciones de coca y en los laboratorios de procesamiento del alcaloide.


En poco tiempo, el narcotráfico se constituyó en el combustible del conflicto. Fue lo peor que pudo haber ocurrido en Colombia porque penetró el alma de la sociedad y de sus instituciones. Los grupos guerrilleros que pregonaban la lucha social, la igualdad y la guerra al Estado corrupto, terminaron convertidos en carteles del narcotráfico participando en todas las etapas de ese delito. Perdieron toda justificación ideológica y filosófica alrededor de la supuesta lucha por el pueblo, si es que la tenían.


Con el tiempo se salieron con las suyas en el acuerdo de La Habana firmado en 2016, porque las Farc lograron que el propio gobierno y los países garantes y acompañantes aceptaran y justificaran el narcotráfico como parte de su lucha ideológica. La política de Santos era lograr la firma de los acuerdos a como diera lugar, y como un tsunami arrolló la ética, la moral, la justicia, la vida y la lucha de tantos años de los colombianos de bien. La paz del presidente Santos terminó en un sofisma de distracción para justificar el terrorismo y el narcotráfico de las Farc.


MI VIDA MILITAR Y EL CONFLICTO


Los cinco primeros años de mi vida profesional, entre 1965 y 1970, me llevaron a los departamentos de Cundinamarca, Tolima, Huila y Caquetá, donde me desempeñé como comandante de un pelotón de cuarenta hombres con tareas en el llamado orden público. De esa manera conocí pueblos y veredas y a miles de familias agobiadas y amenazadas por la guerrilla armada. Según nos contaban los atribulados campesinos, todo aquel que no estuviera de acuerdo con sus postulados y forma de actuar y no declarara su apoyo al movimiento, era objeto de amenazas, muerte o en el mejor o peor de los casos despojado de su tierra y desterrado. Ese era el accionar de las guerrillas que se movían bajo un falso ropaje ideológico que nunca practicaron.


En los años setenta y con el grado de mayor, fui enviado al Batallón Córdova, con sede en Santa Marta y jurisdicción en los departamentos de Magdalena y La Guajira. Era la época de la marihuana y Colombia se había convertido en la mayor productora y exportadora de yerba del mundo. El epicentro del problema estaba concentrado en la costa Atlántica y era normal el enfrentamiento entre grupos mafiosos que se mataban en las calles de las ciudades por el control y dominio del mercado.


La corrupción es un efecto propio que va de la mano de este tipo de delitos y como institución el Ejército no estuvo ajeno a ese fenómeno, derivado del dinero fácil. Como consecuencia de esta terrible situación y en medio de un gran escándalo, numerosos oficiales y suboficiales fueron juzgados y retirados de las filas. En esas circunstancias y por los cambios efectuados, llegué a esa uni-dad en calidad de segundo comandante, acompañado de un grupo de oficiales seleccionados para resolver ese momento de crisis y transmitirles a las tropas el mensaje institucional de ética y moral.


Como ya he mencionado, la violencia de los años 1940 y 1950 se gestó en el enfrentamiento ideológico y armado de los partidos políticos tradicionales, que convencieron a algunos integrantes de la fuerza pública de tomar partido en la contienda a favor de unos y otros. La solución llegó con el ascenso al poder del general Gustavo Rojas Pinilla, situación que la historia ha presentado como un golpe de opinión. Lo cierto es que asumió la presidencia con el respaldo y beneplácito de los principales dirigentes de los dos partidos políticos tradicionales, que vieron en la vía militar la solución al sangriento enfrentamiento.


Me refiero a este tema no con la idea de participar en el debate sobre la conveniencia o no del gobierno militar; tampoco me mueve el consabido espíritu de cuerpo para defender o condenar las ejecutorias del general Rojas Pinilla al frente del gobierno. Mi propósito es presentar el debate sobre el pensamiento militar frente al conflicto, que comprometió la misión institucional en el laberinto político de aquel trágico momento.


Luego surgieron las Farc, que se organizaron, armaron y le declararon la guerra al Estado arropadas en el ideario comunista. Su fin último era producir un cambio violento del sistema político para implantar por la fuerza un régimen comunista. Y lo harían mediante su teoría del empleo de todas las formas de lucha y la toma del poder por las armas, absurda práctica que orientó su accionar contra los más pobres, humildes y necesitados, especialmente en las regiones más apartadas y lejanas de la ruralidad colombiana.


Desde la óptica militar, la guerrilla se esforzó muy poco para lograr el respaldo ideológico de la población y siempre usó la fuerza de las armas para alcanzar sus objetivos. La arrogancia y desprecio de sus líderes por el sistema, las instituciones y el pueblo en general les hizo pensar que la ideología política llegaría de la mano con el triunfo de las armas y que la amenaza lograría el sometimiento del pueblo. Esa misma prepotencia los llevó equivocadamente a pensar que lograrían derrotar a las fuerzas del Estado.


Por fortuna, la historia mostró que estaban equivocados y nunca en los más de cincuenta años de enfrentamiento con el Estado estuvieron ni remotamente cerca de lograr sus objetivos. Tampoco mostraron interés alguno en obtener respaldo o apoyo político en la población. Sus prioridades siempre fueron el delito, el terrorismo, el narcotráfico y la humillación del pueblo, que sufrió el ataque continuo de un movimiento que se declaraba popular, pero orientó sus armas contra su propia gente.


La violencia política y posteriormente la violencia guerrillera comunista representaron dos conflictos, dos épocas, cada una con sus propias características, pero igualmente dañinas, trágicas e indiscutiblemente conectadas. En medio quedaron los dirigentes políticos que ostentaron el poder nacional y regional durante todo el tiempo del conflicto.


Con certeza y convencimiento debo decir que la solución a los problemas del país nunca pasó por la llegada de los militares al poder. Al contrario, la constante fue el respaldo y apoyo a las decisiones del gobernante civil, en el reconocimiento de la prevalencia de ese poder, aun en momentos difíciles, cuando esas decisiones políticas generaban incomprensión y nuestras mayo-res preocupaciones por el futuro del sistema, la sociedad y sus instituciones.


Por esa razón, el esfuerzo se concentró en mostrarles a los colombianos que aun en medio del conflicto el soldado estaba listo para ayudarlo y protegerlo. Esa política institucional dio frutos porque durante muchos años el Ejército ha sido una de las instituciones más apreciadas y reconocidas por los colombianos. La opinión siempre valoró que oficiales, suboficiales y soldados no tuvieran reparo alguno en irse a vivir a la ruralidad colombiana con las comunidades, donde compartieron sus angustias y se comprometieron en la defensa y solución de sus necesidades. Esta forma de pensar y actuar se constituyó en el centro de gravedad de la institución militar.
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